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a otra cuestión derivada de la anterior, que posteriormente veremos, cual es la del pago de dicha deuda 
total a los herederos de dependientes fallecidos.

En cuanto a la situación en que quedó esta cuestión al término de 2014, se traduce en la subsistencia del 
último plazo vencido, -el del mismo año-, sin que los informes requeridos a las Administraciones reseñadas 
en la queja de oficio, hubieran podido obtener respuesta a su término ni, con ello, tuviéramos previsiones ni 
certezas que trasladar a las personas interesadas. En cualquier caso, la investigación iniciada nuevamente, 
así como su contenido, fue debidamente comunicada por nuestra parte a las personas afectadas que 
promovieron queja ante esta Institución, así como difundido a través de la página web, del mismo modo 
que se hará con los resultados que obtengamos.

Por la experiencia extraída de actuaciones precedentes del mismo tenor, esta Defensoría está convencida 
de que la Administración autonómica es consciente de que la recuperación y continuidad del Sistema 
de la Dependencia requiere liberarlo de los lastres que lo acucian, por lo que aventuramos que no 
tardará en habilitar los medios que permitan depurar sus actuales deudas, para posibilitar un próximo 
desenvolvimiento sobre cimientos saneados.

Máxime, cuando el volumen de la deuda generada en años anteriores a la que nos referimos, constituye 
en estos momentos un supuesto residual, tras el establecimiento del plazo suspensivo de dos años que 
para la retroactividad de las prestaciones económicas estableció la reforma operada por el Real Decreto-
ley 20/2012, de 13 de julio, en el apartado tercero de la Disposición Final Primera de la Ley 39/2006 (en 
vigor desde el 15 de julio de 2012). Así como, por el hecho de que el reconocimiento de la prestación 
económica para cuidados en el entorno familiar, como también veremos más adelante, se ha reconducido 
a la excepcionalidad.

01.III.2.1.2 
Pago a los herederos de la deuda derivada de 
la retroactividad de la prestación económica 
para cuidados en el entorno familiar
La misma queja de oficio anteriormente expuesta, (queja 14/4554), nos ha servido de instrumento útil 
para canalizar una problemática cercana a la antedicha, cual es la de la respuesta que la Administración 
responsable haya previsto ofrecer a aquellos andaluces y andaluzas que se encuentran en otro de los 
grupos afectados por el impago de la deuda generada por retroactividad de la prestación económica para 
cuidados en el entorno familiar: los herederos de dependientes beneficiarios de tal prestación, fallecidos 
cuando aún no había sido liquidada en su integridad.

El modo de pago, en estos casos, es distinto, ya que la deuda entonces deja de estar sometida al sistema 
de fraccionamiento anual, venciendo en su totalidad y siendo con ello exigible por sus herederos en pago 
único, conforme a la Orden de 26 de julio de 2010, de la Consejería para la Igualdad y Bienestar Social de 
la Junta de Andalucía, por la que se modificó la de 3 de agosto de 2007, -que establece la intensidad de 
protección de los servicios, el régimen de compatibilidad de las prestaciones y la gestión de las prestaciones 
económicas del sistema de autonomía y atención a la dependencia en Andalucía-.

En los diversos informes que hasta el momento de la iniciación de dicha queja habíamos solicitado a la 
administración en esta materia, alegaba la necesidad de que los herederos cumplimentaran la solicitud 
pertinente, adjuntando la documentación oportuna, concluía, invariablemente, con la afirmación de que el 
expediente de devengos no percibidos correspondiente, se encontraba en fase de tramitación y pendiente 
de resolución de pago. Sin que, en cuanto al momento previsto para que ello ocurriera, se ofreciese algo 



32INFORME ANUAL dPA 2014 / Separatas Temáticas5. cRISIS EcONóMIcA

más que “la confianza” en que los expedientes de este tipo pudieran quedar resueltos a la mayor brevedad 
posible.

Más allá de esta alegada confianza de la administración en la resolución del problema, lo cierto es que, 
por el momento, no hemos tenido constancia de que ninguno de los expedientes de nuestros y nuestras 
reclamantes haya quedado concluso y obtenido satisfacción. Tampoco conocemos cuántas personas 
hay afectadas en la misma situación en nuestra Comunidad Autónoma, ni, con ello, la importancia o 
irrelevancia global de la deuda. Lo que, en definitiva, como en el caso del apartado anterior, justificó que 
nos dirigiéramos a la Administración Autonómica (Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía 
y Consejería de Hacienda y Administración Pública), para interesar un pronunciamiento sobre la cuestión 
que nos ocupa, que incluya tanto la determinación del número de expedientes en esta situación, como 
la previsión de resolución.

En síntesis, tanto el problema de los pagos fraccionados de 2014, como el del abono de la deuda pendiente 
a favor de los herederos de los dependientes fallecidos, se encuentran, aguardando la decisión de la 
Administración requerida.

01.III.2.1.3
Resolución extemporánea de expedientes

Uno de los problemas tradicionales en el Sistema de la Dependencia, cuya entidad ha ido en crecimiento 
progresivo, hasta alcanzar, desde mediados de 2012, el preocupante punto de paralización al que nos 
referimos en Informes de años anteriores, ha sido el de las demoras en la tramitación de los expedientes 
de dependencia, tanto para valorar y reconocer el grado de la persona solicitante (“ex novo” o por vía 
de revisión), como para elaborar y aprobar el PIA con el recurso adecuado a la persona dependiente, o 
revisar el mismo.

Ello ha afectado por igual a todas las personas cuyo derecho pendía de la respuesta administrativa, ya 
estuviera por reconocer, ya por hacer efectivo, e incluso ha alcanzado a aquéllas que ya habían accedido 
al mismo, tan pronto como el cambio de circunstancias (agravación con insuficiencia del recurso asignado 
o un cambio de domicilio, usualmente), hacían inevitable una revisión del grado o del recurso reconocido 
en el PIA.

Ya avanzamos en la introducción de este capítulo, que el año 2014 se inició sin indicios de que fuera a 
sobrevenir un cambio en este panorama, revelado tanto en los escritos de los ciudadanos y ciudadanas 
dando fiel reflejo de una situación ya conocida, como en las respuestas de la Administración, que seguían 
achacando el retraso a la necesidad de ajustar los pagos y reconocimiento de nuevas obligaciones al 
ritmo de disponibilidad presupuestaria y, dentro de dicho marco presupuestario, seguir tramitando los 
expedientes al mejor ritmo posible, priorizando en todo caso las situaciones de mayor vulnerabilidad y 
justicia social desde la perspectiva de la dependencia.

Igualmente, aunque la administración refería una reactivación en la tramitación de los procedimientos, la 
acumulación de expedientes añadía un inconveniente adicional al presupuestario. Ante dicho volumen 
de expedientes, nuevos y relegados, la Administración se remite a su obligación de darles salida paulatina 
con los medios existentes, resolviendo los mismos conforme al orden riguroso de entrada o cronológico 
de la presentación de solicitudes, que prescribe el artículo 74.2 de la Ley 30/1992. Esto último, -continúa 
diciendo-, sin perjuicio de prestar una especial consideración a aquellos expedientes en que concurran 
circunstancias de urgencia o mayor vulnerabilidad.

En definitiva, la actuación de esta Defensoría durante 2014 ha sido la de dirigir a la Agencia de Servicios 
Sociales y Dependencia de Andalucía, en todos y cada uno de los expedientes individuales afectados por 


